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HONORABLES MAGISTRADOS 
CONSEJO DE ESTADO. 
SALA Y MAGISTRADO (REPARTO) 
E. S. D.  
 
REF:  Acción de Tutela. Contra la sentencia de segunda instancia de fecha mayo 25 de 2022, proferida 

por el Consejo de Estado, Sección Tercera -Subsección C, M.P. Dr. JAIME ENRIQUE RODRIGUEZ 

NAVAS. 

          Accionado:   CONSEJO DE ESTADO-SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – SECCION  

                                 TERCERA- SUBSECCION C. 

          Accionantes: OMAR TANNUZ PEREZ Y OTROS.  

 

SILVANO GARRIDO CANCHILA, Abogado en ejercicio, identificado legalmente 
con la Cédula de Ciudadanía No. 9’314.910 expedida en Corozal y 
profesionalmente con la T.P. No. 69.488 del C.S.J., actuando en mi condición de 
apoderado de  los señores OMAR IGNACIO, ILSE MARIA, RUTHA MARIA, 
NALLIBIS DEL CARMEN, YAMIL IGNACIO. JUAN CARLOS Y OSWALDO 
ANTONIO TANNUZ PEREZ  por medio del presente escrito me permito impetrar 
ACCIÓN DE TUTELA, prevista en el artículo 86 de la Constitución Nacional, en 
contra de la providencia judicial  de Segunda Instancia de fecha mayo 25 proferida 
por el Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, con ponencia del 
Magistrado JAIME ENRIQUE RODRIGUEZ NAVAS, que revocó la sentencia de 
fecha 26 abril de 2016 proferida por el TRIBUNAL CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO DE SUCRE, a fin de reclamar de manera inmediata la 
protección de los derechos fundamentales de mis mandantes tales como el 
Debido Proceso (Art. 29 Cnal.), Acceso a la Administración de Justicia (art.28 
Cnal) Garantía de Igualdad en la Aplicación del Derecho, Seguridad jurídica, 
buena fe, confianza legitima y la Garantía de Aplicación del Principio non bis 

in ídem, los cuales han sido vulnerados por la corporación judicial accionada 
dentro de la sentencia judicial referenciada.  

HECHOS FACTICOS. 

1. El día 7 de Marzo de 2004, la Fiscalía General de la Nación, en compañía de otros 
organismos de seguridad del Estado, como el DAS, El Gaula del Ejercito, y 
funcionarios del Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía- C.T.I, adelantaron 
un operativo en la región de los Montes de María, que incluía los Corregimientos 
de los Municipios de Los Palmitos y Ovejas, en el Departamento de Sucre, dicho 
operativo se efectuó en el caso específico de OMAR IGNACIO TANNUZ PEREZ, 
a eso de las 9:30 A.M., cuando las autoridades señaladas se tomaron los 
Corregimiento de Don Gabriel y Changue. 
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2. Los miembros de la fuerza pública, iban casa por casa pidiendo la Cédula de 
Ciudadanía, con una lista en mano, cuando llegaron a la casa de OMAR TANNUZ, 
en el corregimiento de Don Gabriel, le pidieron su Cédula y verificaron que su 
número de cédula no se encontraba en la lista que para el efecto llevaban las 
autoridades, posteriormente regresaron  y le dijeron que los acompañara, que él 
no tenía problemas, que él iba a venir nuevamente; luego estando reunido con un 
grupo de personas de la población, un miembro de la Fuerza Pública le dijo a 
OMAR TANNUZ PEREZ, que tenía que acompañarlo hasta Corozal, que al día 
siguiente regresaría, a lo que mi mandante obedeció, una vez en Corozal, fue 
judicializado a través de diligencia de  indagatoria en la Fiscalía Novena Seccional 
imputándole el Delito de REBELION,  de esta manera se produjo ilegalmente la 
captura del señor OMAR TANNUZ PEREZ, quien luego de estar retenido libraron 
la respectiva orden de captura, por parte del Fiscal Decimo, ese mismo día se 
canceló dicha orden, supuestamente por haberse hecho efectiva la misma. 
 

3. La investigación penal para el año 2004 se adelantaba bajo la regulación de la ley 
600 de 2000, y según el reparto, le correspondió el conocimiento de la misma, a la 
Fiscalía Novena Delegada ante los Jueces Promiscuos del Circuito de Corozal, 
despacho judicial que el día 24 de Marzo de 2004, resolvió la situación jurídica 
provisional de mi mandante señor OMAR IGNACIO TANNUZ PEREZ, 
imponiéndole medida de aseguramiento consistente en detención preventiva sin 
beneficio de libertad provisional, pues consideraba ese despacho Judicial, que se 
encontraba comprometida la responsabilidad penal de mi mandante como coautor 
del delito de REBELION,  

 

4. La mencionada detención fue injusta, pues posteriormente se reveló que la 
denuncia interpuesta por el informante BENILDO TIJERAS MALDONADO, fue 
amañada por razones de orden económico, es decir aprovechando su condición 
de ex militante, podía tener credibilidad su dicho, pero posteriormente las pruebas 
revelaron que la vinculación criminal que hizo con respecto a TANNUZ PEREZ, no 
tenía soporte probatorio, por lo que fue fácil deducir para la defensa de algunos 
procesados indicar que el operativo realizado por el Gaula, el Das, la policía y la 
Armada se trató de un clásico FALSO POSITIVO, que para la época de los 
hechos, 2004, era muy común en esas actividades desarrolladas por los 
organismos de seguridad del estado.  
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5. No hay que olvidar el contexto en el cual se desarrolló el operativo que condujo a 
la captura masiva de más de 20 personas, en esta región del país, sobre ese tema 
de las detenciones arbitrarias la comisión de la verdad ha señalado “En el marco 
del conflicto colombiano, las detenciones arbitrarias han sido un fenómeno 
constante. Sin embargo, a partir del año 2002 se registró un repunte en la 
cantidad de estas ocurridas en el país, tiempo en que además se empezaron a 
desarrollar operativos de capturas masivas en algunos municipios de distintos 
departamentos de Colombia. Este repunte coincidió con la llegada de Álvaro Uribe 
Vélez a la presidencia del país y con el desarrollo de su política de seguridad” (ver 
pagina 4 al 14 -detenciones arbitrarias). 
 

6.  Posteriormente mi mandante fue llamado a juicio mediante resolución de 
acusación del día 17 de agosto de 2004. 
 

7. El Juzgado Segundo Promiscuo del Circuito de Corozal, sin que se cumplieran los 
presupuestos probatorios, mediante providencia del 20 de Junio de 2005, condenó 
al señor OMAR IGNACIO TANNUZ PEREZ  a la pena de 72 meses de prisión al 
considerarlo autor responsable del delito de REBELION, mi mandante interpuso 
dentro del término legal, contra la decisión judicial, recurso de apelación.      
 

8. Apelada como fue la referida sentencia, la misma fue revocada por la Sala Penal 
del Tribunal Superior de Justicia de Sincelejo, mediante sentencia de segunda 
instancia de fecha 24 de agosto de 2009, donde se indicó con respecto al 
condenado OMAR TANNUZ PEREZ, que el informante TIJERAS MALDONADO 
dijo que el jefe de TANNUZ era OMAR MEDINA, este último quien luego de ser 
interrogado dijo no conocer a TANNUZ, de igual manera TIJERAS dijo que todo lo 
informado con respecto a TANNUZ, lo conocía JUAN ARCOS PEÑA, cuyo 
testimonio indica el Tribunal no despejó las dudas a cerca de la responsabilidad 
del condenado TANNUZ y en razón de ello revocó la sentencia condenatoria, es 
decir el Tribunal aplicó con respecto a TANNUZ, el principio IN DUBIO PRO REO. 
 

9. El Tribunal Superior Justicia de Sincelejo dice en su providencia que no se 
cumplieron los presupuestos procesales para condenar y que las pruebas 
aportadas por la fiscalía durante la instrucción no eran contundentes como para 
tener la certeza sobre la responsabilidad penal del condenado. 

 

10. Producto de la detención ilegal mi mandante OMAR TANNUZ PEREZ estuvo 
injustamente privado de la libertad desde el día 09 de marzo de 2004 hasta el día 
09 de 0ctubre de 2006, es decir estuvo privado injustamente de su libertad durante 
32 meses según certificación expedida por el director del INPEC – Cárcel La Vega 
de Sincelejo, de fecha 08 de octubre de 2010. 
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11. El día 03 de septiembre de 2010, la victima de la detención injusta e ilegal, OMAR 
TANNUZ PEREZ y su núcleo familiar presentaron demanda ordinaria en ejercicio 
de la acción de Reparación Directa, regulada en ese entonces por el artículo 136 
del C.C.A, contra la Fiscalía General de la Nación y contra la Rama Judicial. 
 

12. Luego de surtido el trámite procesal de ley, el Tribunal Administrativo de Sucre, 
mediante sentencia de fecha abril 26 de 2016, declaró administrativamente y 
solidariamente responsables a la Fiscalía General de la Nación y a la Rama 
Judicial por la privación injusta de la libertad del señor OMAR IGNACIO TANNUZ 
PEREZ. 
 

13. El Tribunal Administrativo de Sucre, aplicó el precedente judicial Horizontal 
que para la época estaba vigente que lo era el contenido en la Sentencia de 
Unificación No. (23354) de fecha diecisiete (17) de octubre de dos mil trece 
(2013) SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA 
SUBSECCION A consejero ponente: MAURICIO FAJARDO GOMEZ.- La Sala 
Plena de la Sección Tercera resolvió el presente caso con el propósito de unificar 
su jurisprudencia en relación con el régimen de responsabilidad o el título jurídico 
de imputación aplicable a los casos en los cuales, como en el sub judice, los 
accionantes reclaman que les sean reparados los daños que les fueron 
ocasionados a raíz de la privación de la libertad de una persona contra la cual se 
profirió la correspondiente medida de aseguramiento en el curso de un proceso 
penal pero, a la postre, se le exonera de responsabilidad en aplicación del 
principio in dubio pro reo. 

 

14. El precedente judicial aplicable al caso en concreto se fundaba en el régimen 
de responsabilidad objetivo, que fue el que imperó en esta tercera fase 
histórica de la responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad, no 
obstante en algunos casos se logró determinar la responsabilidad del estado 
con base en el régimen de responsabilidad de falla en el servicio, el cual se 
convirtió en el régimen de aplicación excepcional, ya que se relegó la 
exigencia contenida en el artículo 90 de la C.N. de demostrar la 
antijuridicidad del daño, pues solo era exigible demostrar el daño que lo era 
la detención que se tornaba en injusta, cuando al final del proceso penal 
existiera sentencia absolutoria aun cuando estuviera fundada en el principio del 
in dubio pro reo para que se predicara la responsabilidad patrimonial de la 
Administración. 

 
15. Contra dicha sentencia del Tribunal Administrativo de Sucre de fecha abril 26 

de 2016, la Fiscalía General de la Nación interpuso recurso de apelación. 
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16. Dentro del trámite del recurso de apelación según lo previsto en el art.70 de la 

ley 1395 de 2010, que adicionó un cuarto inciso al artículo 43 de la ley 640 de 
2001, ordenaba convocar a las partes para la celebración de una audiencia de 
conciliación, en donde la Fiscalía General de la Nación presentó una propuesta 
conciliatoria a los demandantes, misma que fue aceptada por los actores y que 
fuera aprobada por el Tribunal Administrativo de Sucre mediante auto de fecha 30 
de marzo de 2017. 
 

17. Comoquiera que la sentencia no fue apelada por la rama judicial, con respecto 
a ella se surtió el trámite del grado jurisdiccional de consulta, tramite este que 
se encontraba previsto en el ARTÍCULO 184 del C.C.A.  modificado por el art. 57, 
Ley 446 de 1998, el cual fue tramitado bajo radicado 70001-23-31-000-2010-
00237-01, con numero interno (59521) y le correspondió inicialmente a la 
consejera ponente Dra., STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO de la Sección 
Tercera - Subsección B, del Consejo de Estado. 

 

18. El despacho del Magistrado JAIME ENRIQUE RODRIGUEZ NAVAS, de la 
Sección Tercera - Subsección C, del Consejo de Estado, decidió acumular de 
manera irregular en el proceso del que conocía por apelación con radicación: No. 
70001233100020060096601 (50713), donde los demandantes eran ÉDISON 
RAFAEL MERIÑO VILLEGAS Y OTROS, junto con el proceso radicación 70001-
23-31-000-2012-00168-01 (58.314), promovido por EUSTORGIO RAFAEL 
MERIÑO VILLEGAS Y OTROS, que se surtía también por el recurso de 
apelación, ya que la sentencia de primera instancia de este, le había sido 
desfavorable, dichos procesos los acumula junto con el de OMAR TANNUZ 
PEREZ Y OTROS, con radicado 70001-23-31-000-2010-00237-01- (59521), 
siendo el trámite de este último el grado jurisdiccional de consulta, que tiene 
unas características y diferencias procesales abismales con la apelación, es decir 
se desconoció lo previsto en el numeral 1ro del artículo 148 del Código General 
del Proceso, aplicable al sub lite por remisión expresa del artículo 306 del 
CPACA, pues dichos procesos no podían acumularse en razón de que 
no se tramitaban por el mismo procedimiento, ya que los otros 2 
procesos acumulados se tramitaban por APELACION, mientras que el de 
TANNUZ PEREZ, se tramitaba en segunda instancia bajo el tramite del 
grado jurisdiccional de consulta. 
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19.  Finalmente, el día 18 de agosto de 2022, fuimos notificados de la sentencia 
de fecha 25 de mayo de 2022, que ilegalmente revoca la sentencia de primera 
instancia de fecha 26 de abril de 2016, proferida por el Tribunal Administrativo de 
Sucre, pues dicha providencia además de desconocer el precedente judicial, 
aplicable al caso concreto, que lo es orientado por la Sentencia de Unificación 
No. (23354) de fecha diecisiete (17) de octubre de dos mil trece (2013) SALA 
DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION 
A consejero ponente: MAURICIO FAJARDO GOMEZ,  le hace unas exigencias 
probatorias a los actores, cuando en su momento, no eran predicables, ni 
exigibles, pues tal como lo hemos advertido el precedente judicial aplicable lo era 
el régimen de responsabilidad objetivo, que arbitraria y abruptamente desconoció 
el máximo  Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
 

20. La sentencia tutelada le da aplicación inconstitucional al precedente judicial 
contenido en la Sentencia de Unificación 46.497 de 15 de agosto de 2018, 
jurisprudencia fundada en una normatividad procesal penal diferente 
como lo es la ley 906 de 2004, creando de esta manera una inseguridad 
jurídica al ser aplicado de forma retroactiva a casos surgidos en 
vigencia de la subregla anterior, en esta sentencia de unificación se da un 
giro a la responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad 
atendiendo desde luego el principio de sostenibilidad fiscal, desde ese fallo 
hacia adelante se cambió el régimen de responsabilidad por este tipo de 
hechos en Colombia; se migró de un sistema de responsabilidad objetivo a 
uno subjetivo. 

 

21. La sentencia tutelada, desconoció que el precedente aplicable al caso concreto 
donde se analiza la responsabilidad del estado por privación injusta de la libertad 
en Colombia, era el precedente vigente al momento de emitir sentencia de primera 
instancia, el cual repetimos corresponde a la tercera etapa histórica de la 
responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad orientada por la 
sentencia en la Sentencia de Unificación No. (23354) de fecha diecisiete (17) 
de octubre de dos mil trece (2013) SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION A consejero ponente: 
MAURICIO FAJARDO GOMEZ, pues la primera instancia se fundamentó en un 
criterio objetivo. Relevando de cargas probatorias que fueron exigidas ahora en la 
sentencia tutelada, que pretende se demuestre el daño antijurídico, el cual ya 
estaba acreditado con la sentencia absolutoria. 
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22.  La sentencia tutelada sorprende a los demandantes con nuevas disposiciones 
y lineamientos procesales en lo que tiene que ver con el régimen probatorio y los 
fundamentos de derecho que se deben utilizar para sustentar las demandas y 
poder obtener una sentencia condenatoria, es decir, se les cambian las reglas de 
juego durante el trámite del proceso, lo que evidencia la violación al principio de 
buena fe del que se desprende el principio de la confianza legítima, con la que 
se quiere brindar protección jurídica a las expectativas razonables, ciertas y 
fundadas que pueden albergar los administrados con respecto a la estabilidad o 
proyección futura de determinadas situaciones jurídicas de carácter particular y 
concreto, cuando ellas han sido promovidas, permitidas, propiciadas o toleradas 
por el propio Estado 
 

23. La sentencia discutida en términos procesales vuelve a enjuiciar la conducta 
penal de mi mandante OMAR IGNACIO TANNUZ PEREZ, al punto que la 
sentencia tutelada vuelve a debatir sobre la legalidad de la medida de 
aseguramiento violando flagrantemente el principio non bis in ídem que se 
encuentra consagrado en el inciso 4º del artículo 29 de la Constitución.  En él se 
establece que “quien sea sindicado tiene derecho, a no ser juzgado dos veces 
por el mismo hecho”.  
 

24. En virtud del principio non bis in ídem, cualquier persona cuenta con la 
seguridad de que las decisiones definitivas que se han proferido en los procesos 
tramitados en su contra, con miras a establecer su responsabilidad penal o 
disciplinaria, realizan la justicia en cada caso particular e impiden que los 
mismos hechos puedan ser objeto de posteriores debates.  Por ello se dice 
que el principio non bis in ídem es una manifestación de la seguridad jurídica y 
una afirmación de la justicia material, la sentencia tutelada vuelve a dictar una 
sentencia penal administrativa, prácticamente revocando la sentencia de 
segunda instancia de fecha 24 de agosto de 2009 proferida por el Tribunal 
Superior de Justicia de Sincelejo, donde de manera definitiva se resolvió la 
responsabilidad penal de TANNUZ PEREZ dentro del proceso penal, situación 
inconcebible en el derecho colombiano. 

 

25. .El Tribunal Superior de Justicia de Sincelejo en su sentencia de segunda 
instancia en el que se decidió sobre el proceso penal, si hizo un análisis y 
valoración de todas la pruebas, llegando a la conclusión final de que con respecto 
a TANNUZ PEREZ, no existía responsabilidad penal, por lo que podemos afirmar 
sin lugar a dudas, que el proceso penal fue resuelto con fundamento en la 
normatividad procesal vigente y por el juez natural de la causa. 
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26. La sentencia tutelada es abiertamente violatoria de la constitución y de la ley, 
porque sorprende a mis mandantes, quienes tenían la certeza de la aplicación 
de la garantía de la igualdad en la aplicación del derecho, lo cual apareja, 
como consecuencia necesaria, que cuando una persona, destinataria de los 
efectos de una disposición normativa, se encuentre ante supuestos fácticos y 
jurídicos análogos a los de otro sujeto, que fue objeto de trato previo, con 
fundamento en el mismo enunciado, como los del precedente judicial 
contenidos en la Sentencia de Unificación No. (23354) de fecha diecisiete 
(17) de octubre de dos mil trece (2013) SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION A consejero 
ponente: MAURICIO FAJARDO GOMEZ, debe ser acreedor de similares 
consecuencias jurídicas. 

 
27. Desconoció la sentencia tutelada que las normas constitucionales y legales 

aplicables  al proceso penal de TANNUZ PEREZ estaban orientadas 
procesalmente por la ley 600 de 2000, y no por la ley 906 de 2004, que son 
las normas legales prevalentes en el precedente orientado por la sentencia de 
unificación de fecha agosto 15 de 2018 con ponencia del magistrado 
CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA, estas normas son más 
garantistas de los derechos del procesado, pues la detención preventiva tiene 
que cumplir ahora unos fines constitucionales, que no se cumplían en la ley 
600 de 2000, que era un régimen penal denominado peligrosita, por ello 
resulta equivocado procesalmente aplicar un precedente fundado en unas 
normas que en su momento no le eran aplicables al caso concreto, pues no se 
encontraban vigentes, eso se llama aplicación retroactiva de la norma. 
 

28. De igual manera no son de recibo los cambios jurisprudenciales como la 
modificación que hace el Consejo de Estado en esta sentencia que se tutela, 
donde aplica los efectos del precedente de 2018 EX TUNC sobre un caso que 
debió ser decidido tal como se decidieron sentencias antes del 2018, en ese 
sentido la sentencia de segunda instancia debió ser similar o confirmatoria de 
la proferida en primera instancia por el Tribunal Administrativo de Sucre, sin 
dejar de entender por similar la identidad de los supuestos fácticos que 
originaron el litigio, juzgados con las mismas normas jurídicas, en igual 
contexto histórico. 
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29. Tan desacertada ha sido la sentencia inconstitucional tutelada que no existió 
unanimidad de criterio jurídicos, ni jurisprudenciales al interior de la sala que emitió 
el fallo irreverente, pues nótese que se presentaron aclaraciones de voto de los 
magistrados MARTHA NUBIA VELASQUEZ RICO, NICOLAS YEPEZ 
CORRALES Y GUILLERMO SANCHEZ LUQUE, quienes abordan groso modo la 
caracterización del daño antijuridico en la privación injusta de la libertad. 

 
 

COMPETENCIA DE LA ACCION CONSTITUCIONAL. 
 

Competencia.  Esta misma corporación judicial es competente para conocer de 
la presente Acción Constitucional en virtud de los artículos 324 del Decreto ley 
2591 de 19915 y 256 del Acuerdo 80 de 12 de marzo de 20197 expedido por la 
Sala Plena del Consejo de Estado. 

 
 

CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS GENERALES PARA LA 
PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA 
  
1.- Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia 
constitucional. 
  
Para el máximo tribunal de lo contenciosos administrativo se debe tener por  
satisfecho este requisito, pues el asunto objeto de estudio plantea la presunta 
vulneración del derecho fundamental al Debido Proceso (Art. 29 Cnal.), Acceso a 
la Administración de Justicia (art.28 Cnal) Garantía de Igualdad en la 
Aplicación del Derecho, Seguridad jurídica, buena fe, confianza legitima y la 
Garantía de Aplicación del Principio non bis in ídem, los cuales han sido 
vulnerados por la corporación judicial accionada dentro de la sentencia 
referenciada. razón por la cual, en aras de proteger y defender estos derechos, se 
hace necesaria la intervención del juez constitucional. 

Al respecto, vale la pena reiterar lo señalado por la jurisprudencia constitucional de 
que cuando se evidencia una tensión constitucional entre la decisión judicial 
y los derechos fundamentales de los tutelantes que deba ser resuelta, la 
acción de tutela resulta procedente. 
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2.- Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de 
defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de 
evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. 
 
Los Accionantes interponen la presente Acción de Tutela en contra de la decisión 
de segunda instancia proferida en grado jurisdiccional de consulta por el Consejo 
de Estado – Sección Tercera – Subsección C, de fecha 25 de mayo de 2022, 
dentro del proceso ordinario que en ejercicio de la acción de reparación directa  
consagrada en ese entonces en el Artículo 136 del extinto C.C.A. que resolvía la 
responsabilidad administrativa de la Rama judicial, pues con respecto a la 
Fiscalía General de la Nación habido operado la cosa juzgada y en la 
mencionada providencia se resolvió revocar la sentencia de primera instancia 
proferida por el Tribunal Administrativo de Sucre de fecha abril 26 de 2016. 
 
Al respecto, esta Corporación judicial debe observar que contra dicha decisión no 
procede recurso alguno, pues la consulta es una forma diferente, independiente y 
excluyente de terminar el proceso contencioso administrativo, muy diferente  al 
que se produce con el trámite del recurso de apelación.  
  
3.- Que se cumpla el requisito de la inmediatez. 
  
En este caso la acción de tutela ha sido presentada dentro de un término 
razonable. En efecto, no han transcurrido sino escasos 15 días después de 
notificada la referida providencia de segunda instancia, lo cual sucedió el día 18 de 
agosto de 2022, lo que constituye un término razonable y prudencial.  
  
4.- Si la solicitud de amparo se fundamenta en una irregularidad procesal, se 
debe demostrar que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la 
sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de parte 
accionante. 
  
Este requisito no es aplicable al asunto bajo estudio ya que las irregularidades que 
se alegan son de carácter sustantivo, fáctico, de desconocimiento del precedente 
y de violación directa de la Constitución. 
 
  
5.- Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que 
generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere 
alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido 
posible. 
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El Juez constitucional competente debe observar con meridiana claridad, que los 
accionantes cumplieron con este requisito de procedibilidad, en la medida que se 
identificaron con claridad, los hechos y los derechos fundamentales que a su juicio 
hacen viable la presente acción de tutela. De esta manera, los hechos propuestos 
como vulneradores de derechos fundamentales son: (i) la indebida aplicación 
retroactiva del precedente judicial del 2018 al caso juzgado bajo la vigencia del 
precedente del 2013. (ii) la inaplicación del principio constitucional del In 
dubio pro reo (iii) la violación directa de la Constitución, por la transgresión de 
los principios de buena fe, confianza legítima y la garantía de igualdad en la 
aplicación del derecho. 
  
 La solicitud de amparo se fundamenta en que de conformidad con la 
jurisprudencia del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional el precedente 
judicial aplicable al caso en concreto se fundaba en el régimen de 
responsabilidad objetivo, que fue el que imperó en la tercera fase historica de la 
responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad, ya que se relegó la 
exigencia contenida en el artículo 90 de la C.N. de demostrar la 
antijuridicidad del daño, y bastaba únicamente con demostrar la existencia del 
“daño” la privación de la libertad y que existiera sentencia definitiva que exonerara 
de responsabilidad penal al procesado para que se predicara la responsabilidad 
patrimonial de la Administración. 
 
 6.- Que no se trate de sentencias de tutela. 
  
En el caso bajo examen se controvierte una sentencia judicial contenida en la  
decisión de segunda instancia proferida en grado jurisdiccional de consulta por el 
Consejo de Estado – Sección Tercera – Subsección C, de fecha 25 de mayo 
de 2022, dentro del proceso ordinario que en ejercicio de la acción de reparación 
da consagrada en ese entonces en el Artículo 136 del extinto C.C.A. adelantaron 
los hoy accionantes en contra la Rama judicial, pues con respecto a la Fiscalía 
General de la Nación habido operado la cosa juzgada y en la mencionada 
providencia se resolvió revocar la sentencia de primera instancia proferida por el 
Tribunal Administrativo de Sucre de fecha abril 26 de 2016. 
  
 
Satisfechos los requisitos generales para la procedencia de la acción de tutela 
contra providencia judicial, se deben observar ahora los criterios especiales 
relacionados con el defecto fáctico, sustantivo, desconocimiento el precedente 
judicial y violación directa de la constitución, alegados por los accionantes. 
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CUMPLIMIENTOS DE LOS REQUISITOS ESPECIALES 
  

1. Defecto Fáctico por aplicación retroactiva del precedente judicial 
contenido en la Sentencia de Unificación 46.497 de 15 de agosto de 
2018 

 
Los tutelantes alegan que la Sentencia de segunda instancia  proferida en grado 
jurisdiccional de consulta por el Consejo de Estado – Sección Tercera – 
Subsección C, de fecha 25 de mayo de 2022, presenta un defecto fáctico, 
porque al momento de presentar la demanda que lo fue el 03 de septiembre de 
2010, se aportaron las pruebas que en su momento la normatividad y la 
jurisprudencia exigían, luego al momento de decidir la segunda instancia hace una 
valoración probatoria inexistente, pues hace una exigencias probatorias que no 
aplicaban al momento de la presentación y tramite de la demandada, pues el 
precedente judicial aplicable era el contenido en la Sentencia de Unificación No. 
(23354) de fecha diecisiete (17) de octubre de dos mil trece (2013) SALA DE 
LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION A 
consejero ponente: MAURICIO FAJARDO GOMEZ, que aplicaba el régimen de 
responsabilidad objetivo, pues solo era exigible demostrar el daño que lo era la 
detención que se tornaba en injusta, cuando al final del proceso penal existiera 
sentencia absolutoria aun cuando estuviera fundada en el principio del in dubio 
pro reo. 
 

2. Defecto sustantivo. por desconocimiento del precedente. 
 
El desconocimiento del precedente tiene dos modalidades: (i) como causal 
autónoma de procedencia de la tutela contra providencia judicial cuando se trata 
del precedente constitucional, y (ii) como defecto sustantivo por el 
desconocimiento del precedente judicial. La primera tiene su origen en el artículo 
241 superior y se predica exclusivamente de los precedentes fijados por la Corte 
Constitucional en su jurisprudencia, y la segunda hace referencia a cuando la 
autoridad jurisdiccional se aparta del precedente horizontal o vertical sin 
justificación suficiente, lo que lleva a concluir que la providencia adolece de un 
defecto sustantivo conforme a los principios del debido proceso, igualdad y 
buena fe. 
 La misma jurisprudencia constitucional ha precisado que el precedente no solo 
es orientador sino obligatorio, porque (i) si bien es cierto que los jueces 
únicamente están sometidos al imperio de la ley, también lo es que esta en su 
sentido amplio comprende todas las fuentes de derecho, incluidas las sentencias, 
el bloque de constitucionalidad y la jurisprudencia de los órganos de cierre en 
cada jurisdicción; (ii) su fuerza vinculante se funda en la aplicación de los 
principios de igualdad, debido proceso y buena fe, pues se debe garantizar la 
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certidumbre en las decisiones de los jueces a la luz de la seguridad jurídica y la 
confianza legítima frente al ordenamiento jurídico; y (iii) es la solución más 
adecuada al problema jurídico que se plantea, salvo que en atención a su 
autonomía e independencia, se aparte por considerar que tiene mejores razones o 
justificaciones para decidirlo y las sustente de manera expresa, amplia y 
suficiente. 

 
 

FUNDADMENTO LEGAL Y CONSTITUCIONAL DE LA PRESENTE ACCION. 
  
Sirven de fundamento legal y constitucional a la presente acción las siguientes 
normas:  
 
DERECHO AL DEBIDO PROCESO ARTICULO 29 DE LA CONSTITUCION 
POLITICA. 

ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 
judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 
observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. 

La Corte se ha pronunciado sobre este derecho (art. 29 de la C.P.), concluyendo 

que el incumplimiento de las normas legales que rigen cada proceso administrativo 

o judicial genera una violación y un desconocimiento del mismo; así, el derecho al 

debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar a los interesados 

que han acudido a la administración pública o ante los jueces, una recta y 

cumplida decisión sobre sus derechos. 

Sobre el debido proceso, ha dicho la Corte: "El debido proceso es el que en 
todo se ajusta al principio de juridicidad propio del estado de derecho y excluye, 
por consiguiente, cualquier acción contra legem o praeter legem. Como las demás 
funciones del estado, la de administrar justicia está sujeta al imperio de lo jurídico: 
sólo puede ser ejercida dentro de los términos establecidos con antelación por 
normas generales y abstractas que vinculan positiva y negativamente a los 
servidores públicos. Estos tienen prohibida cualquier acción que no esté 
legalmente prevista, y únicamente pueden actuar apoyándose en una previa 
atribución de competencia. El derecho al debido proceso es el que tiene toda 
persona a la recta administración de justicia. "Es debido aquel proceso que 
satisface todos los requerimientos, condiciones y exigencias necesarios para 
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garantizar la efectividad del derecho material." (Sentencia No. T- 001 de 1993, 
Magistrado Ponente, doctor Jaime Sanín Greiffensteín). 

El debido proceso es el conjunto de garantías mínimas que se deben reconocer a 

las personas dentro de las actuaciones judiciales y administrativas, en procura de 

obtener una sentencia o decisión justa sobre sus derechos (vida, integridad, 

libertad o patrimonio) involucrados en las mismas. Se encuentra establecido en la 

Constitución Política de 1991 como derecho fundamental de aplicación inmediata 

(artículo 85). La dimensión y contenido del derecho al debido proceso supera el 

juzgamiento penal y se explica y justifica que sea una garantía fundamental 

consagrada en las constituciones concebidas bajo el modelo del Estado de Derecho 

para todo tipo de actuaciones judiciales y administrativas. 

Como puede apreciarse, el debido proceso comporta varias garantías no limitadas 

pero si mínimas establecidas a favor del interesado que ha acudido o se le ha 

hecho comparecer a la administración pública o ante los jueces, a saber: (i) ser 

juzgado de acuerdo con la ley preexistente a la conducta que se le imputa (lex 

previa – iu dicium per legem terre); (ii) no ser condenado sino por hechos que 

estén consagrados como delito o infracción al momento de su comisión (nulo 
crimen nulla sine lege); no ser sancionado, sino conforme a las sanciones 

consagradas previamente en la ley (nulum poena sine lege); (iii) no ser juzgado 

sino con arreglo al procedimiento y las formas propias para cada juicio señaladas 

en la ley y ante la autoridad judicial o administrativa competente (legale 
iudicium sourum), independiente e imparcial; (iv) a que se presuma su inocencia 

respecto de la conducta ilícita que se le atribuye hasta que no se le demuestre su 

culpa; (v) a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho (non bis in idem); (vi) 

a la aplicación de la norma más favorable en materia penal; (vii) a aportar pruebas 

y controvertir las que se aduzcan en su contra; (viii) obtener la resolución de las 

cuestiones jurídicas planteadas sin dilaciones injustificadas; entre otras garantías 

procesales para la realización del derecho sustancial de las personas, por cuya 

observancia y respeto deben velar los jueces y las autoridades en las actuaciones 

judiciales y administrativas. Igualmente, corolario del debido proceso son: (x) las 

garantías de contradicción y de audiencia (audiatur et altera pars). 

En definitiva, el derecho al debido proceso rige con carácter obligatorio en las 

actuaciones judiciales y administrativas, como un bloque de principios y reglas 

aplicables por los jueces y las autoridades públicas en la relación procesal con el 

propósito de obtener una sentencia justa y acorde con el derecho material y el 

respeto de los derechos fundamentales de los individuos, en todas aquellas 
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actuaciones tendientes a producir la constitución, modificación o extinción de un 

derecho o una obligación o la imposición de una sanción que puedan afectar sus 

intereses de libertad, vida o patrimonio. Es decir, procura a las personas, en 

condiciones de igualdad, participación y respeto, que el asunto que les interesa 

será decidido por el juez o autoridad administrativa imparcialmente y sin 

arbitrariedades, mediante un proceso leal y justo.  

Por eso, bien se pregona en nuestro medio que tiene la función de defender y 

preservar el valor de la justicia reconocido en el Preámbulo de la Carta Política, 

como una garantía de convivencia social de los integrantes de la comunidad 

nacional, en el entendido de que tutela la intervención plena y eficaz del sujeto 

procesal y lo protege de la eventual conducta abusiva que pueda asumir la 

autoridad judicial o administrativa que conoce y resuelve su situación jurídica, de 

manera que también se constituye en una condición para la validez de sus 

actuaciones y, por esa vía, en un mecanismo para la racionalización del poder y de 

preservación de la seguridad jurídica. En síntesis, el debido proceso elevado en 

nuestro ordenamiento jurídico a la categoría de derecho constitucional 

fundamental, en sus manifestaciones de principio de legalidad, juez natural, 

presunción de inocencia, derechos de contradicción, audiencia y defensa, 

aplicación de la Ley preexistente, observancia de las formas de cada juicio, 

valoración razonable de la prueba, inocencia –entre otros- , es una garantía para 

los sujetos e intervinientes en cualquier actuación judicial o administrativa que, a 

su vez, obliga a los funcionarios judiciales y a las autoridades administrativas a 

respetarlos y asegurar su plena vigencia en la solución de cualquier conflicto o 

asunto judicial o administrativo. 

CON RESPECTO A LA FUERZA VINCULANTE DEL PRECEDENTE JUDICIAL. 

 
Sentencia SU072 de fecha cinco (5) de julio de dos mil dieciocho (2018), de la 
Corte Constitucional con ponencia del Magistrado JOSÉ FERNANDO REYES 
CUARTAS 
 

UNIFICACION DE JURISPRUDENCIA-Importancia 

FUERZA VINCULANTE DE LA JURISPRUDENCIA DE ORGANOS JUDICIALES 
DE CIERRE-Jurisprudencia constitucional 

La observancia de los precedentes judiciales ha sido un criterio de procedencia 
excepcional de la acción de tutela. Igualmente, la Corte ha señalado que no solo 
sus precedentes deben  respetarse, sino también los expedidos por las demás 
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Cortes; parámetro expuesto desde la sentencia T-193 de 1995. En la sentencia C-
335 de 2008 se sostuvo que: “De allí que reconocerle fuerza vinculante a la 
jurisprudencia sentada por la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, 
el Consejo de Estado y la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, redunda en una mayor coherencia del sistema jurídico colombiano, lo 
cual no se contradice con imperativos de adaptación a los cambios sociales y 
económicos. De igual manera, la vinculatoriedad de los precedentes 
garantiza de mejor manera la vigencia del derecho a la igualdad ante la ley 
de los ciudadanos, por cuanto casos semejantes son fallados de igual 
manera. Así mismo, la sumisión de los jueces ordinarios a los precedentes 
sentados por las Altas Cortes asegura una mayor seguridad jurídica para el tráfico 
jurídico entre los particulares”. Por su parte, en la sentencia C-816 de 2011 se 
consideró que las Cortes, al ser órganos de cierre, deben unificar la jurisprudencia 
en el ámbito de sus jurisdicciones, aserto ratificado en la SU-053 de 2015 en la 
cual se señaló que, además de asegurar el principio de igualdad, la fuerza 
vinculante de la jurisprudencia de los órganos de cierre garantiza la primacía de la 
Constitución, la confianza, la certeza del derecho y el debido proceso. Ahora bien, 
la necesidad de imprimirle fuerza vinculante a los precedentes de las Cortes, 
como se explicó en la mencionada SU-053 de 2015, también toma en cuenta que 
la interpretación del derecho no es asunto pacífico y, en ese orden, los 
precedentes de estas corporaciones constituyen una herramienta trascendental 
en la solución de casos en los cuales las leyes pueden admitir diversas 
comprensiones en aras de evitar decisiones contradictorias en casos idénticos.  

Sentencia T-459 de 2017- Corte Constitucional. 
  
CARACTERIZACION DEL DEFECTO POR DESCONOCIMIENTO DEL 
PRECEDENTE JUDICIAL 
  
El desconocimiento del precedente se configura cuando el funcionario judicial se 
aparta de las sentencias emitidos por los tribunales de cierre (precedente vertical) 
o los dictados por ellos mismos (precedente horizontal) al momento de resolver 
asuntos que presentan una situación fáctica similar a los decididos en aquellas 
providencias, sin exponer las razones jurídicas que justifique el cambio de 
jurisprudencia.  
 
PRECEDENTE JUDICIAL-Definición 
  
El precedente judicial ha sido definido por el Alto Tribunal Constitucional como 
“aquel conjunto de sentencias previas al caso que se habrá de resolver que por su 
pertinencia para la resolución de un problema jurídico constitucional, debe 
considerar necesariamente un juez o una autoridad determinada, al momento de 
dictar sentencia”. 
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Sentencia SU072 de 2018, de la Corte Constitucional con ponencia del 
magistrado JOSE FERNANDO REYES CUARTAS. 

HOMOGENEIDAD JURISPRUDENCIAL-Uno de los objetivos principales es el 
principio de igualdad 

PRINCIPIO DE IGUALDAD-Dimensiones diferentes 

(i) la igualdad formal o igualdad ante la ley, que depende del carácter general y 
abstracto de las normas dictadas por el Congreso de la República y de su 
aplicación impersonal; (ii) la prohibición de discriminación, que torna ilegítimo 
cualquier acto (no solo las leyes) que conlleve una distinción basada en motivos 
prohibidos por la Constitución, el derecho internacional de los derechos humanos, 
o bien, la proscripción de distinciones irrazonables; y (iii) la igualdad material que 
impone la adopción de medidas afirmativas para garantizar la igualdad ante 
circunstancias fácticas desiguales. 

IGUALDAD-Carácter de valor, principio y derecho fundamental 

La igualdad es valor, principio y derecho fundamental, connotaciones que se 
deducen de su inclusión en diferentes normas, con objetivos distintos. Como valor 
está previsto en el preámbulo, como principio en los artículos 19, 42, 53, 70 y 75 y 
como derecho fundamental en el artículo 13 de la Constitución. 

PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURIDICA-Jurisprudencia constitucional 

La Corte ha explicado que la seguridad jurídica implica que “en la interpretación y 
aplicación del derecho es una condición necesaria de la realización de un orden 
justo y de la efectividad de los derechos y libertades de los ciudadanos, dado que 
solo a partir del cumplimiento de esa garantía podrán identificar aquello que el 
ordenamiento jurídico ordena, prohíbe o permite”. 

SEGURIDAD JURIDICA Y DERECHO A LA IGUALDAD-Vínculo 

ACTUACIONES JUDICIALES-Instrumentos para preservar seguridad jurídica y 
derecho a la igualdad fijados por ordenamiento y jurisprudencia constitucional. 

La jurisprudencia ha definido diferentes instrumentos: (i) la Constitución establece 
que la actividad de los jueces está sometida al imperio de la ley, “lo que constituye 
no solo una garantía de autonomía e imparcialidad, sino también de igualdad en 

tanto el punto de partida y llegada de toda la actuación judicial es la 

aplicación de la ley”; (ii) la ley contempla criterios de interpretación para resolver 
las tensiones al comprender y aplicar las normas jurídicas; (iii) la Constitución 
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determinó la existencia de órganos judiciales que tienen entre sus 
competencias “la unificación de jurisprudencia como forma de precisar con 
autoridad y vocación de generalidad el significado y alcance de las diferentes 
áreas del ordenamiento jurídico”; (iv) la jurisprudencia constitucional ha 
incorporado un grupo de doctrinas que, como la cosa juzgada y el deber de 
respeto del precedente judicial, “tienen entre sus propósitos garantizar la 
estabilidad de las decisiones y reglas judiciales fijadas con anterioridad”; y (v) 
algunos estatutos como el CPACA incorporan normas que tienen por propósito 
asegurar la eficacia de la jurisprudencia unificada del Consejo de Estado a través, 
por ejemplo, de su extensión (arts. 10 y 102). 

Sentencia C-131 de 2004 de la Corte Constitucional, con ponencia de la 
magistrada CLARA INES VARGAS HERNANDEZ.  
  
PRINCIPIO DE LA CONFIANZA LEGITIMA-Concepto 

  
En esencia, la confianza legítima consiste en que el ciudadano debe poder 
evolucionar en un medio jurídico estable y previsible, en cual pueda confiar. Para 
Müller, este vocablo significa, en términos muy generales, que ciertas 
expectativas, que son suscitadas por un sujeto de derecho en razón de un 
determinado comportamiento en relación con otro, o ante la comunidad jurídica en 
su conjunto, y que producen determinados efectos jurídicos; y si se trata de 
autoridades públicas, consiste en que la obligación para las mismas de preservar 
un comportamiento consecuente, no contradictorio frente a los particulares, 
surgido en un acto o acciones anteriores, incluso ilegales, salvo interés público 
imperioso contrario. Se trata, por tanto, que el particular debe ser protegido 
frente a cambios bruscos e inesperados efectuados por las autoridades 
públicas. En tal sentido, no se trata de amparar situaciones en las cuales el 
administrado sea titular de un derecho adquirido, ya que su posición jurídica es 
susceptible de ser modificada por la Administración, es decir, se trata de una mera 
expectativa en que una determinada situación de hecho o regulación jurídica no 
serán modificadas intempestivamente. De allí que el Estado se encuentre, en 
estos casos, ante la obligación de proporcionarle al afectado un plazo razonable, 
así como los medios, para adaptarse a la nueva situación. 
 
PRINCIPIO DE LA CONFIANZA LEGITIMA-Irradia a la actividad judicial 

  
La Corte al estimar que la interpretación judicial debe estar acompañada de una 
necesaria certidumbre y que el fallador debe abstenerse de operar cambios 
intempestivos en la interpretación que de las normas jurídicas que venía 
realizando, y, por ende, el ciudadano puede invocar a su favor, en estos casos, el 
respeto por el principio de la confianza legítima. 
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PETICIÓN. 

Con base en los hechos facticos aquí señalados, solicito del señor Juez 

constitucional se sirva disponer y ordenar a la parte accionada y a favor de los 

accionantes lo siguiente:   

1. Se amparen los derechos fundamentales violentados por la entidad accionada 

tales como el Debido Proceso (Art. 29 Cnal.), Acceso a la Administración de Justicia 

(art.28 Cnal) Garantía de Igualdad en la Aplicación del Derecho, Seguridad jurídica, 

buena fe, confianza legitima y la Garantía de Aplicación del Principio non bis in 

ídem, los cuales han sido vulnerados por la corporación judicial accionada dentro 

de la providencia judicial tutelada.  

2. Se ordene a la entidad judicial accionada, dejar sin efectos la sentencia de 

segunda instancia de fecha 25 de mayo de 2022, notificada el día 18 de agosto de 

2022, proferida por el Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, con 

ponencia del Magistrado JAIME ENRIQUE RODRIGUEZ NAVAS, dentro del 

radicado 70001-23-31-000-2010-00237-01- (59521), que revocó la 

sentencia de fecha 26 abril de 2016 proferida por el TRIBUNAL CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO DE SUCRE.  

2. Que, como consecuencia de lo anterior, se le ordene al Consejo de Estado, 

Sección Tercera, Subsección C, con ponencia del Magistrado JAIME ENRIQUE 
RODRIGUEZ NAVAS,  proferir una nueva sentencia dentro del proceso radicado 

70001-23-31-000-2010-00237-01- (59521), a través de la cual se confirme 

la decisión de primera de instancia, proferida por el Tribunal Administrativo de 

Sucre de fecha abril 26 de 2016, teniendo en cuenta las consideraciones jurídicas 

constitucionales y legales del fallo de tutela. 

 

JURAMENTO 

Manifiesto señor Juez, bajo la gravedad del juramento, que los accionantes no he 

interpuesto otra acción de Tutela por los mismos hechos y derechos aquí 

relacionados, ni contra la misma autoridad judicial. 
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MEDIOS DE PRUEBAS 
 
Nos permitimos aportar como medios de pruebas a la presente Acción 

constitucional los siguientes documentos: 

 

1. Copia de la sentencia de primera instancia proferida por el Tribunal 

Administrativo de Sucre de fecha abril 26 de 2016, donde se declara la 

responsabilidad administrativa de la nación por la privación injusta de la 

libertad de OMAR IGNACIO TANNUZ PEREZ, que no tenía la obligación de 

soportar, donde se aplica el precedente judicial vigente al momento de proferir 

la providencia judicial. 

2. Copia de auto de fecha 30 de marzo de 2017, del Tribunal Administrativo de 
Sucre, por medio del cual se aprueba la conciliación entre mandantes y la 
Fiscalía General de la Nación, lo cual traduce que con respecto a la Fiscalía 
General de la Nación operó la cosa juzgada. 

 
3. Copia de la sentencia tutelada de fecha mayo 25 de 2022, notificada el día 18 

de agosto de 2022, proferida por el Consejo de Estado, Sección Tercera, 

Subsección C, con ponencia del Magistrado JAIME ENRIQUE RODRIGUEZ 
NAVAS, dentro del radicado 70001-23-31-000-2010-00237-01- (59521), 
que revocó la sentencia de fecha 26 abril de 2016 proferida por el TRIBUNAL 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE SUCRE.  

 

4. Copia del auto de fecha 18 de octubre de 2018, por medio del cual el 
despacho del magistrado JAIME ENRIQUE RODRIGUEZ NAVAS, 
acumula los procesos radicados radicación: No. 
70001233100020060096601 (50713), donde los demandantes eran ÉDISON 
RAFAEL MERIÑO VILLEGAS Y OTROS, junto con el proceso radicación 
70001-23-31-000-2012-00168-01 (58.314), promovido por EUSTORGIO 
RAFAEL MERIÑO VILLEGAS Y OTROS, que se surtía también por el recurso 
de apelación, ya que la sentencia de primera instancia de este, le había sido 
desfavorable, dichos procesos los acumula junto con el de OMAR TANNUZ 
PEREZ Y OTROS, con radicado 70001-23-31-000-2010-00237-01- (59521), 
siendo el trámite de este último el grado jurisdiccional de consulta. 
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5. Copia de los escritos de aclaración del voto de los magistrados MARTHA 
NUBIA VELASQUEZ RICO, NICOLAS YEPEZ CORRALES Y GUILLERMO 
SANCHEZ LUQUE, quienes abordan groso modo la caracterización del daño 
antijuridico en la privación injusta de la libertad.  

 

6. Copia del pantallazo de la notificación de la sentencia tutelada de fecha mayo 

25 de 2022, lo cual se hizo el día 18 de agosto de 2022. 

 
 

PRUEBAS SOLICITADAS DENTRO DE LA ACCION CONSTITUCIOANAL. 
 
Respetuosamente solicito al Juez constitucional competente, comoquiera que el 

proceso contencioso administrativo radicado 70001-23-31-000-2010-00237-
01- (59521), se encuentra digitalizado y fue remitido al tribunal de origen, 

solicito muy respetuosamente se sirva oficiar al TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE SUCRE, para que remita con destino a este trámite constitucional el 

expediente contentivo de las actuaciones de primera y segunda instancia dentro 

del radicado referenciado. 

 

ANEXOS. 
 

 Nos permitimos aportar los documentos aducidos como pruebas y los poderes 

debidamente legalizados para actuar. 

 

NOTIFICACIONES 
 

A la entidad accionada se le podrá notificar en el Palacio de Justicia Alfonso 
Reyes Echandía, ubicado en la Calle 12 # 7-65, Bogotá, D.C. 
 

Dirección electrónica     ces3secr@consejoestado.gov.co 
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Al suscrito apoderado, se le podrá notificar en la Carrera 17 No. 23 – 49, Edificio 

Antonio Nariño, 2º piso, oficina 206 de la ciudad de Sincelejo. 

 

Dirección electrónica      silvagarry@hotmail.com 
 

A todos mis mandantes se les podrá notificar en el corregimiento de Don Gabriel 

municipio de Ovejas - Sucre 

Dirección electrónica.     tanuzomar@gmail.com 

  

De los Honorables Magistrados, Cordialmente, 

 

 

 

SILVANO GARRIDO CANCHILA 
C.C. No. 9’314.910 de Corozal 
T.P: No. 69.488 del C.S.J.  
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Magistrado Ponente: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS 

 
Bogotá D.C., dieciocho (18) de octubre de dos mil dieciocho (2018) 
 
Proceso número: 70001-23-31-000-2006-00966-01 (50713) 
Actor: Edinson Rafael Meriño Villegas, Claudia Patricia Sequea 

Barreto, Dayana Marcela Meriño Sequea, Sofia Candelaria 
Meriño Sequea, Farides Mariela Meriño Villegas, Noris Meriño 
López, Daniro Rafael Meriño, Jorge Meriño, Victor Segundo 
Meriño, Candida de la Cruz Meriño, Dellis Esther Meriño, 
Emerson Antonio Meriño, Edgar Enrique Meriño, Eustagio 
Segundo Meriño, Alejandro Meriño, Jaime Meriño, Graciela 
Meriño, Eder Meriño y Francia Elena Villegas 

Demandado: Nación – Fiscalía General de la Nación, Rama Judicial, 
Ministerio de Defensa – Armada Nacional 

Acción: Reparación directa – Código Contencioso Administrativo  
Referencia: Resuelve sobre acumulación de procesos 
 
El Despacho decreta de oficio la acumulación de los procesos radicados con los 
números: I) 70001-23-31-000-2006-00966-01 (50713), II) 70001-23-31-000-2012-
00168-01 (58314) y III) 70001-23-31-000-2010-00237-01 (59521). 
 

I. ANTECEDENTES 
 
1.1. Trámite de los procesos objeto de estudio de acumulación 
 
La magistrada Marta Nubia Velásquez Rico dispuso, por auto del veintiuno (21) de 
marzo de dos mil dieciocho (2018)1, que se expidiera certificación del presente 
expediente, con miras a decidir sobre una eventual acumulación.  
 
La Secretaría de la Sección procedió a expedir certificación de este proceso en oficio 
No. C-2018-045 del ocho (8) de junio de dos mil dieciocho (2018)2. 
 
La Secretaria de la Sección remitió los procesos No. 70001-23-31-000-2012-00168-01 
(58314) y 70001-23-31-000-2010-00237-01 (59521), cumpliendo con lo dispuesto en el 
numeral segundo del auto de veintiuno (21) de marzo de dos mil dieciocho (2018), 
proferido por la magistrada Marta Nubia Velásquez Rico, con el objeto de que se 
acumularan al proceso que cursa actualmente en este Despacho. 
   

II. CONSIDERACIONES 
 
2.1. Competencia 
 
Este Despacho se pronuncia sobre la acumulación de los procesos mencionados, en 
virtud del artículo 149 del Código General del Proceso (CGP)3, que establece que la 
competencia para conocer la acumulación estará a cargo del juez que tramite el 
proceso más antiguo. 
 

 
1 Folio 528 C.Ppal. 
2 Folio 531 C.Ppal. 
3“ARTÍCULO 149. COMPETENCIA. Cuando alguno de los procesos o demandas objeto de acumulación corresponda 
a un juez de superior categoría, se le remitirá el expediente para que resuelva y continúe conociendo del proceso. En 
los demás casos asumirá la competencia el juez que adelante el proceso más antiguo, lo cual se determinará por la 
fecha de la notificación del auto admisorio de la demanda o del mandamiento ejecutivo al demandado, o de la 
práctica de medidas cautelares”. 
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Comoquiera que la demanda del proceso No. 50713 se admitió por auto del trece (13) 
de marzo de dos mil siete (2007)4 y fue notificada a la Nación – Rama Judicial el 
veintinueve (29) de mayo de dos mil siete (2007)5, a la Fiscalía General de la Nación el 
treinta (30) de junio de dos mil siete (2007)6, al Ministerio de Defensa – Armada 
Nacional - el cuatro (4) de junio de dos mil siete (2007)7, en tanto que, en el sumario No. 
58314, la demanda se admitió el veintiséis (26) de abril de dos mil doce (2012)8 y fue 
notificada a la Nación – Ministerio de Defensa – Fuerzas Armadas de Colombia –  el 
catorce (14) de febrero de dos mil trece (2013)9, a la Rama Judicial el dieciocho (18) de 
enero de dos mil trece (2013)10 y a la Fiscalía General de la Nación el dieciocho (18) de 
febrero de dos mil trece (2013)11. Finalmente el radicado No. 59521 se admitió por auto 
del veinte (20) de octubre de dos mil diez (2010)12 y fue notificada a la Fiscalía General 
de la Nación el veintisiete (27) de abril de dos mil once (2011)13, y a la Rama Judicial el 
veintiocho (28) de abril de dos mil once (2011)14, razón por la que el asunto deberá 
acumularse al expediente con radicación No. 50713 que cursa en este Despacho. 
 
2.2. Acumulación procesal 
 
La acumulación de procesos o demandas en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 
está prevista por el artículo 148 del CGP15, que dispone: 
 

“Artículo 148. Procedencia de la acumulación en los procesos declarativos. 
Para la acumulación de procesos y demandas se aplicarán las siguientes 
reglas:  
 
1. Acumulación de procesos. De oficio o a petición de parte podrán 
acumularse dos (2) o más procesos que se encuentren en la misma instancia, 
aunque no se haya notificado el auto admisorio de la demanda, siempre que 
deban tramitarse por el mismo procedimiento, en cualquiera de los siguientes 
casos:  

a. Cuando las pretensiones formuladas habrían podido acumularse en la 
misma demanda.  

b. Cuando se trate de pretensiones conexas y las partes sean 
demandantes y demandados recíprocos.  

c. Cuando el demandado sea el mismo y las excepciones de mérito 
propuestas se fundamenten en los mismos hechos.  

2. Acumulación de demandas. Aun antes de haber sido notificado el auto 
admisorio de la demanda, podrán formularse nuevas demandas declarativas 
en los mismos eventos en que hubiese sido procedente la acumulación de 
pretensiones”. 

 
Del anterior precepto normativo se determina que podrán acumularse dos o más 
procesos de igual procedimiento cuando se encuentren en la misma instancia, siempre 
que se cumpla alguna de las hipótesis consagradas en la norma, entre estas, cuando 
las pretensiones sean acumulables en la misma demanda. 
 

 
4 Folios 100-101  C.1 
5 Folio 127 C.1 
6 Folio 128 C.1 
7 Folios 129-130 C.1 
8 Folios 92-94 C.1. expediente No. 58314 
9 Folio 97 C.1 expediente No. 58314 
10 Folio 98 C.1 expediente No. 58314 
11 Folio 99 C.1 expediente No. 58314 
12 Folios 184  C.1 expediente No. 59521 
13 Folio 193 C.1 expediente No. 59521 
14 Folio 194 C.1 expediente No. 59521 
15 De acuerdo con la remisión normativa realizada por el artículo 267 del Decreto 01 de 1984 (CCA).  
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Por su parte, respecto de la posibilidad de acumular pretensiones en una misma 
demanda, el artículo 88 del CGP establece que: 
 

 “(…) podrán formularse en una demanda pretensiones de uno o varios demandantes o 
contra uno o varios demandados, aunque sea diferente el interés de unos y otros, en 
cualquiera de los siguientes casos:  

 
a) Cuando provengan de la misma causa.  
b) Cuando versen sobre el mismo objeto.  
c) Cuando se hallen entre sí en relación de dependencia.  
d) Cuando deban servirse de unas mismas pruebas (…)”. 

 
2.3. Caso concreto 
 
El Despacho observa que los procesos objeto de acumulación tienen origen en el 
ejercicio de la acción de reparación directa. Estos se rigen por el  Decreto 01 de 1984 – 
Código Contencioso Administrativo-, y se encuentran en trámite de segunda instancia 
ante esta Corporación, razón por la que se cumplen los requisitos antes mencionados.   
 
Asimismo, el suscrito Magistrado constata que la fuente de los daños alegados en los 
procesos reside en la misma causa, puesto que buscan una indemnización producto de 
la privación injusta de la libertad de la que fueron objeto los señores Omar Ignacio 
Tannus Pérez, Eustorgio Rafael Meriño Villegas y Edinson Rafael Meriño Villegas 
dentro de la misma investigación penal No. 1177-43143 por el delito de rebelión, por lo 
que se considera que las pretensiones se habían podido formular en una misma 
demanda, conforme a lo señalado en el artículo 88 del CGP. 
 
En virtud de lo anterior, es evidente que el presente caso se enmarca en el supuesto del 
literal a) del numeral 1 del artículo 148 del CGP en concordancia con el citado artículo 
88, relativo a las reglas de acumulación de pretensiones, razón por la que este 
Despacho encuentra que es procedente la acumulación de los procesos radicados con 
los números : I) 70001-23-31-000-2006-00966-01 (50713), II) 70001-23-31-000-2012-
00168-01 (58314) y III) 70001-23-31-000-2010-00237-01 (59521), para que sean 
decididos en la misma sentencia.  
 
En mérito de lo expuesto, este Despacho 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: DECRETAR la acumulación de los procesos de reparación directa 
radicados bajo los números 70001-23-31-000-2012-00168-01 (58314) y 70001-23-31-
000-2010-00237-01 (59521), al presente proceso 70001-23-31-000-2006-00966-01 
(50713). 
 
SEGUNDO: En firme esta providencia, por secretaría de la Sección, DEVOLVER los 
expedientes acumulados a este Despacho para continuar con el trámite 
correspondiente. 
 

Notifíquese y Cúmplase, 
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JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS 
Magistrado 

 
Casp/6C/último folio: 535 
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CONSEJO DE ESTADO 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN TERCERA 
 SUBSECCIÓN C 

 
ACLARACIÓN DE VOTO DEL CONSEJERO NICOLÁS YEPES CORRALES 

 
Referencia:   ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA 
Radicación:   70001-23-31-000-2006-00966-01 (50713) 
                                70001-23-31-000-2012-00168-01 (58314)  
             70001-23-31-000-2010-00237-01 (59521)  
Demandante:  EDINSON RAFAEL MERIÑO VILLEGAS Y OTROS 
Demandado:  NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y OTROS 
 
ACLARACIÓN DE VOTO 

 
Con el acostumbrado respeto por las decisiones adoptadas por la Subsección, 

procedo a exponer las razones por las cuales aclaré mi voto en la sentencia del 25 

de mayo de 2022, a través de la cual se negaron las pretensiones de las demandas. 

 

En efecto, aunque comparto la decisión adoptada, esto es, que debían negarse las 

pretensiones de las demandas, dado que no se configuraron los elementos para 

declarar la responsabilidad del Estado, estimo necesario hacer algunas precisiones 

sobre el concepto de daño antijurídico que contiene el fallo, cuyo desarrollo no 

comparto integralmente. 

 

El artículo 90 de la Constitución Política de 19911 consagró dos condiciones para 

declarar la responsabilidad extracontractual del Estado: i) la existencia de un daño 

antijurídico y ii) la imputación de éste al Estado. En consecuencia, solo verificada la 

ocurrencia de estos dos elementos, surge para el Estado el deber de indemnizarlo 

plenamente; resarcimiento que, por demás, debe ser proporcional al daño sufrido. 

 

Para dar alcance a los citados elementos y, en especial el que hace referencia a la 

existencia del daño, la sentencia objeto de aclaración en el considerando 4.3.2. 

sostiene: 

 

 
1 “Artículo 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En el evento de ser 
condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia 
de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste”. 
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“[…] Para que el daño tenga carácter antijurídico debe (i) recaer sobre un interés 
tutelado por el derecho; (ii) no puede existir un título legal conforme al ordenamiento 
constitucional que lo justifique o legitime2; y (iii) no puede haber sido causado ni 
determinado por un error de conducta de la propia víctima3. Esto último, porque, 
si se asume que el daño antijurídico es aquel que la víctima no está obligada a 
soportar, se entiende que su culpa exclusiva, en tanto determinante del daño, 
configura la hipótesis contraria del daño que solo ella está obligada a padecer […]“(Se 
resalta) 

 
Sobre este particular, debo decir que no comparto integralmente las consideraciones 

a las que se acaba de hacer referencia, de un lado, porque incluye dentro de la 

categoría del daño la causal eximente de responsabilidad denominada “hecho de la 

víctima” y, de otro, debido a que el concepto contenido en el fallo parte de la base de 

que el daño injusto es el “injustamente causado” y no “el injustamente padecido”.  

 

En este sentido, si bien considero que los elementos puestos de presente en el fallo 

son fundamentalmente los que permiten definir que un daño puede ser objeto de 

reparación, mi divergencia se refiere únicamente al primero de los elementos 

mencionados en la sentencia objeto de aclaración pues, en mi personal concepción 

del asunto, ello, por un lado, no debe considerarse como un elemento definitorio del 

daño sino de su resarcibilidad y, de otro, debe estudiarse al momento de realizar la 

imputación a quien se exige su reparación. 

 

Así, no estimo pertinente, para entender que existe daño, como elemento definitorio 

de este elemento de la responsabilidad, que resulte plausible estimar que un daño 

puede ser considerado como tal, en tanto no lo haya causado la propia víctima o le 

resulte atribuible a ella misma, pues una cosa es la existencia de la afectación 

patrimonial y otra su causación y, por tanto, aquella subsiste aun habiéndola causado 

quien la reclama o sufre. Cosa distinta es que no sea antijurídica o que le 

corresponda asumirla a quien lo sufre o que se rompa el lazo que permite eximirse 

de responsabilidad a quien se le pretende imputar o de quien se quiere lograr su 

reparación.  

 

A este segundo elemento -antijuridicidad- en el fallo se le da una connotación 

especial por cuanto, entendido como una condición adicional de la afectación 

 
2 Ver, por ejemplo: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C. Sentencia del 29 de octubre de 

2018, expediente n.° 2002-03910-01 (46.932). 
3 Ver, por ejemplo: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C. Sentencia del 1º de octubre de 

2018, expediente n.° 2011-00099-01 (46.328). 
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indemnizable o mejor, como un elemento propio del daño sin el cual la afectación 

patrimonial no podría ser indemnizada, implica que el examen de la conducta de la 

víctima frente al daño se traslade, en todos o en casi todos los casos, al estudio de la 

verificación de la antijuridicidad, lo que de contera desconoce el juicio de imputación 

que se pretermitiría en aquellas eventualidades en que el daño, siendo antijurídico, 

deba estimarse como inexistente cuando la víctima contribuyó en el proceso causal 

de su producción, tal  como parece desprenderse de la propuesta bajo examen. 

 

A mi modo de ver el juicio de imputación no debe soslayarse cuando el daño supere 

el examen de antijuridicidad pues, aunque puede que al examinar la antijuridicidad se 

estime que el daño carece de este carácter por la colaboración de la víctima en su 

generación, lo cierto es que pueden existir eventos en los cuales a pesar de que el 

mismo afectado haya contribuido a la producción de la lesión, el daño resulte 

antijurídico y por tanto indemnizable, como cuando un soldado conscripto, por 

ejemplo, comete suicidio durante el servicio con el arma oficial de dotación a pesar 

de encontrarse en tratamiento psiquiátrico por depresión que desaconseja el uso de 

armas, hipótesis no del todo extrañas a nuestras instituciones judiciales.  

 

En estos casos entonces, en que la víctima y victimario son un mismo y único sujeto, 

y en los que confluyen en él las calidades de acreedor y deudor, de estimarse que el 

daño es antijurídico aunque quien lo sufre haya colaborado a su causación, debe ser 

posible realizar el juicio de imputación y, en tal examen, analizar las causales 

eximentes de responsabilidad, aunque en muchos casos el resultado conduzca a una 

solución similar que indique la imposibilidad de no poder reparar el daño, pero no por 

la inexistencia del daño antijurídico como tal, en esa eventualidad, sino por la 

desaparición o ruptura del cordón umbilical entre aquel y el sujeto a quien se le 

pretende atribuir. 

 

Es decir, en tanto el juicio de antijuridicidad parte de establecer la soportabilidad del 

daño teniendo en cuenta si existe justificación para producir la lesión o si el afectado 

debe asumirlo dada alguna provisión legal que le obligue a hacerlo o debido a su 

propia relación con la afectación que padece, como cuando colabora a su 

producción, el juicio de imputación y con ello la verificación de la existencia de alguno 

de los eximentes de responsabilidad, como el hecho de la propia víctima, parten de 

la base de la existencia de un daño antijurídico pero que carece de protección por 
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cuanto se logra desvirtuar la relación del sujeto al que se le pretende endilgar con la 

lesión, en tanto, cuando la víctima colabora por acción u omisión a su propio desvalor 

patrimonial, cohabitan en ella misma y en ese instante las condiciones de acreedor y 

deudor, lo que implica la ausencia de título para reclamar su reparación e indica 

entonces que deba soportarlo pues el mismo no le resulta antijurídico. 

 

Un daño antijurídico, en cuyo devenir causal colaboró el mismo afectado puede ser 

indemnizable en determinados asuntos, pero, al efectuarse el correspondiente juicio 

de imputación debe verificarse la relación de la propia víctima con la producción de la 

lesión que considera que no debe soportar. Esta es una de las razones por las 

cuales no encuentro plausible que se pueda adicionar una condición del daño que 

implique, como condición de su existencia, la participación de la víctima en la 

generación de la lesión. 

 

Es decir que el comportamiento de la víctima en ese momento inicial del análisis de 

la responsabilidad contaría con un doble escrutinio, en tanto hace parte del examen 

de antijuridicidad que indaga por el deber de la víctima de soportar el daño, quien 

debe asumirlo, entre otras posibilidades cuando contribuye a su producción y, 

cuando se analice el elemento nuevo propuesto, definitorio de la existencia del daño 

mismo según el fallo, que hace referencia a la ausencia de intervención de la víctima 

en la producción del padecimiento. En este sentido, en muy pocas ocasiones, o 

acaso ninguna, el examen de la conducta de la propia víctima se haría al momento 

de verificar la imputación del daño como lo sugiere el artículo 90 de la Carta Política. 

 

En los eventos entonces en que la víctima ayudó a la causación del daño o a su no 

evitación, teniendo el deber de hacerlo, el lesionado debe asumirlo total o 

parcialmente, según su grado de participación en ello, pero, en tal caso, la afectación 

no resulta antijurídica por cuanto se reúnen en un solo sujeto las condiciones de 

víctima y autor, lo que significa que ese sujeto carece de justificación para evitar 

soportarlo y, por ende, no le debe ser reparado o la indemnización debe serle 

disminuida en proporción al grado de participación en la producción de su afectación,  

pues, de efectuarse su reparación, se configuraría un enriquecimiento carente de 

causa, lo cual no tiene aceptación en el derecho.  
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En este evento el daño entonces no es antijurídico y por tanto no es pasible de 

reparación por cuanto solo es indemnizable aquel daño que no debe soportarse por 

cuanto se carece de título para ello o porque existe el deber legal para la víctima de 

asumirlo, pero no porque el daño mismo no exista, solo que no cuenta con protección 

legal. 

 

Para reforzar lo anterior se encuentra que, en la evolución del concepto, al 

introducirse la categoría de daño antijurídico como condición de aquella afectación 

que resulta indemnizable, mutó la concepción de la responsabilidad extracontractual 

del Estado, abandonando un concepto subjetivista que calificaba como resarcible el 

daño injustamente causado y adoptando un criterio objetivo o material que busca 

ahora reparar el daño injustamente padecido. Tal fenómeno permite decir que el 

estudio de la conducta del causante que era necesario para establecer la 

responsabilidad migró al estudio de la soportabilidad de la lesión por parte de la 

víctima ante la inexistencia de título válido del actor dañoso para causarlo o ante la 

existencia de un deber legal de quien lo padece para asumirlo.  

 

Si bien el asunto pareciera de poca importancia, en mi concepto, proponer como 

elemento adicional al del análisis de la antijuridicidad la ausencia de participación de 

la víctima en la causación del daño para que este resulte resarcible, es relevante en 

la medida en que estimar tal elemento como condición de la lesión pasible de 

reparación desorganiza y rompe con los elementos de la responsabilidad 

extracontractual y con ello el deber de indemnizar de un actor causante de una lesión 

antijurídica. 

 

En efecto, es de amplio conocimiento que no toda lesión a algún interés protegido 

conlleva la obligación de reparación, pues se ha entendido que solo aquella lesión 

“injusta” merece la atención del ordenamiento jurídico y, por ende, su protección a 

través de las figuras resarcitorias. Sin embargo, el concepto de “daño injusto” no 

puede construirse sobre una visión voluntarista del comportamiento de quien lo 

causa, como tradicionalmente se venía haciendo y entendiendo el fenómeno, sino 

que debe responder al principio alterum non ladere4, según el cual la injusticia de la 

lesión se traslada de la causa (daño injustamente causado) al daño mismo (daño 

 
4 De Lorenzo. Miguel Federico. El Daño Injusto en la Responsabilidad Civil. alterum non ladere. 
Abeledo Perrot Editores,1996, Bueno Aires. Argentina. Pág. 76 
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injustamente padecido), lo que significa que daño injusto es simplemente aquel que 

no encuentra justificación5 en el derecho, cambio conceptual profundo cuyo 

desarrollo precisamente es el que justifica concebir la figura de la responsabilidad 

extracontractual como un verdadero derecho de daños.  

 

Así las cosas, parto de la base de que el daño antijurídico es la lesión injustificada a 

un interés protegido por el ordenamiento. En otras palabras, es toda afectación que 

no está amparada por la ley o el derecho6, que contraría el orden legal7 o que está 

desprovista de una causa que la justifique8, resultado que se produce, sin derecho, al 

contrastar con las normas del ordenamiento y, contra derecho, al lesionar una 

situación reconocida o protegida9, violando de manera directa el principio alterum non 

laedere, en tanto es contrario al ordenamiento jurídico dañar a otro sin repararlo por 

el desvalor patrimonial que sufre, de donde la antijuridicidad del daño deviene del 

necesario juicio de menosprecio del resultado y no de la acción que lo causa. 

 

De igual manera y como colofón, de cara al artículo 90 constitucional, la 

responsabilidad patrimonial del Estado se compone de dos elementos: el daño y la 

imputación. Frente al daño, este debe cumplir fundamentalmente con los 

presupuestos de personalidad, certeza y antijuridicidad. Requisitos que una vez 

superados conllevan a realizar el juicio de imputación frente al Estado y allí a verificar 

las denominadas causas extrañas, entre ellas, el hecho exclusivo y determinante de 

la víctima, la cual tiene la virtud de romper la imputación y de eximir de 

responsabilidad al Estado. 

 

Es así como el daño y el hecho de la víctima son aspectos de la responsabilidad 

autónomos e independientes, de donde, aceptar que el hecho de la víctima 

 
5 Ibíd. Específicamente este autor, fundado en la tesis de Rene Savatier y Francesco Busnelli, 
sostiene que el daño injusto debe analizar, por un lado, si el lesionante actuó no autorizado o sin 
derecho, y de otro, si al dañado le fue afectada una situación jurídica subjetiva. Por eso, el daño 
injusto es aquella “lesión no justificada por un derecho o interés superior del lesionante” de forma que 
ya no se asimila al deber de comportarse de forma diligente a efectos de evitar causar el nocimiento 
sino al análisis de si en el daño producido “el interés del lesionante, valorativamente comparado con el 
del lesionado debía ser priorizado o sobrepuesto”. 
6 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 2 de marzo de 2000. Rad.: 11945 
7 Cfr. De Cupis. Adriano. Teoría General de la Responsabilidad. Traducido por Ángel Martínez Sarrión. 
2ª ed. Barcelona: Bosch Casa Editorial S.A.1975. Pág.90. 
8 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 11 de noviembre de 1999, Rad.: 11499; 
Sentencia del 27 de enero de 2000, Rad.: 10867. 
9 Cosso. Benedetta. Responsabilitá della Pubblica Amministrazione, en obra colectiva Responsabilitá 
Civile, a cargo de Pasquale Fava. Pág. 2407, Giuffrè Editore, 2009, Milán, Italia.  
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constituye uno de los presupuestos del daño, sería limitar el juicio de imputación lo 

que de contera implica realizar el análisis de esta causal eximente de 

responsabilidad bajo el ropaje del elemento daño, desordenando el juicio de 

responsabilidad.  

 

Si bien la propuesta comentada y contenida en el fallo puede resultar práctica, 

dificulta el análisis del título jurídico de atribución de responsabilidad y de las demás 

causas extrañas que tienen la virtud de romper la imputación. De igual manera, dicha 

concepción impide identificar e individualizar los elementos del juicio de 

responsabilidad estatal pues, para poder realizar la imputación debe estar acreditado 

el daño y su antijuridicidad, de donde, de aceptar que la existencia de la lesión 

depende también de la ausencia de contribución de la propia víctima a su causación 

no se llegaría a la imputación en ningún caso en que el lesionado haya ayudado a la 

producción del daño, desestimando inclusive el concepto superior del artículo 90 

constitucional que exige también la necesaria imputación del daño como elemento 

estructural de la responsabilidad del Estado, cuyo examen exige verificar unos 

elementos que deben ser abordados en su orden y respetando las categorías que 

históricamente se han venido decantando, lo cual otorga coherencia y claridad a tal 

instituto. 

 

En este sentido dejo aclarada mi posición respecto al concepto de daño acuñado en 

la providencia de la referencia.  

 

Fecha ut supra  

 
 

NICOLÁS YEPES CORRALES 
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DE MAYO DE 2022.  

 

Id
 D

oc
um

en
to

: 1
10

01
03

15
00

02
02

20
48

12
00

00
50

25
01

00
05



Id
 D

oc
um

en
to

: 1
10

01
03

15
00

02
02

20
48

12
00

00
50

25
01

00
05



Id
 D

oc
um

en
to

: 1
10

01
03

15
00

02
02

20
48

12
00

00
50

25
01

00
05



Id
 D

oc
um

en
to

: 1
10

01
03

15
00

02
02

20
48

12
00

00
50

25
01

00
05



Id
 D

oc
um

en
to

: 1
10

01
03

15
00

02
02

20
48

12
00

00
50

25
01

00
05



Id
 D

oc
um

en
to

: 1
10

01
03

15
00

02
02

20
48

12
00

00
50

25
01

00
05



Id
 D

oc
um

en
to

: 1
10

01
03

15
00

02
02

20
48

12
00

00
50

25
01

00
05



Id
 D

oc
um

en
to

: 1
10

01
03

15
00

02
02

20
48

12
00

00
50

25
01

00
05


